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Compete a la Sala, pronunciarse respecto de la impugnación interpuesta por la apoderada del Hospital Universitario San Jorge, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecucición de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el veintinueve (29) de marzo del año que avanza, mediante el cual concedió el amparo constitucional invocado y ordenó a la accionada la cancelación de los salarios adeudados a la señora SANDRA GUADALUPE SALAZAR CALVO, quien se desempeñaba para los meses de noviembre y diciembre de 2004 y enero del presente año, como Auxiliar de Enfermería en el referido centro asistencial.

1.- SOLICITUD  

Manifiesta la actora estar desvinculada de la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira desde el once (11) de enero de 2005, adeudándosele todavía sus salarios y demás prestaciones sociales correspondientes a los meses de noviembre y diciembre de 2004 y lo laborado en el mes de enero de este año. Su condición de desempleada hace que el único medio de subsistencia sea el dinero correspondiente a los salarios y prestaciones pendientes de pago.   

Señala la manera como la Corte Constitucional ha puntualizado la obligación estatal de proteger el mínimo vital de los trabajadores y el incumplimiento presentado en su caso, lo que le impide atender oportunamente sus compromisos de orden individual y familiar, viéndose avocada incluso a incurrir en mora en las obligaciones que ha contraído con las entidades financieras y otros acreedores.

Expresa que de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales, los obligados al pago de salarios y pensiones deben establecer mecanismos aptos para el pago oportuno, cierto y completo de tales sumas, teniendo a su cargo también el reconocimiento de los intereses moratorios por la no cancelación oportuna, asimismo, la entidad debe poner a disposición de los trabajadores los mecanismos que les permitan acceder a los medios de protección temporal adoptados por el Estado para situaciones como la planteada.

Solicita se ordene a las directivas del Hospital Universitario San Jorge el pago de los salarios adeudados y las prestaciones sociales correspondientes al periodo señalado.

2.- SENTENCIA 

2.1. El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad deduce que efectivamente ha habido vulneración a los derechos de la trabajadora accionante y que debido a la autonomía administrativa y financiera que cobija a la ESE Hospital Universitario San Jorge, es esta entidad de manera exclusiva la llamada a cumplir con el fallo de tutela. 

Conforme con las reglas jurisprudenciales trazadas para asuntos similares, dice ser claro estarse frente a la degradación del mínimo vital, al haber pasado más de dos meses sin que la señora SALAZAR CALVO percibiera la retribución justa al servicio prestado. No acepta como excusa para tal omisión las dificultades económicas de la entidad. Además, no se desvirtuó a través de la actuación que la demandante no se encontraba perjudicada a raíz del no pago de sus salarios, o por el contrario, que tenía otros ingresos que le permitieran subsistir.

Apoyándose en decisión de esta Sala, procede a desvincular a los otros accionados, Secretaría de Salud Departamental y la Gobernación de Risaralda, en el entendido que era el Hospital el organismo al que directamente se le prestaron los servicios.

El juez de tutela concede el amparo deprecado al mínimo vital, disponiendo el pago de los salarios correspondientes a los meses de noviembre y diciembre del año anterior y los días del mes de enero, sin incluirse las otras prestaciones, por considerar que en tal aspecto, se debía recurrir a la vía ordinaria. 

3.- IMPUGNACIÓN

Tal como ocurriera en otros asuntos similares involucrando a la ESE Hospital Universitario San Jorge, su apoderada presenta escrito impugnatorio, donde refiere: 

1.- La red Hospitalaria del país atraviesa por una grave crisis de liquidez. Los dineros deben ser girados por el Gobierno Nacional quien nunca abarca el monto total para cubrir los costos por la atención de la población más pobre; por ello la entidad ha tenido que priorizar entre la vida de los pacientes y los salarios de los trabajadores. 

2.- Con el Departamento del Risaralda y con el Ministerio de Protección Social se suscribieron convenios tendientes a la reorganización de la planta de personal y que pretendían la cancelación de toda la deuda laboral que existiera hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 2004, sin embargo, dada la escasez de dinero en caja se ha optado por salvar vidas.  

3.- Se han estado realizando todos los trámites administrativos para la consecución de los recursos. 

Por lo anterior, se debe revocar el fallo de tutela y en su lugar se debe requerir al Ministerio de Protección Social y a la Gobernación del Departamento de Risaralda para realizar el desembolso de los dineros. 

4.- SE CONSIDERA
No es nueva para esta colegiatura la situación planteada por la accionante, habiéndose ocupado en varias ocasiones de pronunciarse al respecto
.

Aparece con meridiana claridad que la accionante era persona vinculada laboralmente con la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira, durante los últimos meses del año anterior y los primero días del que avanza,  y que en efecto, su derecho al mínimo vital ha sido vulnerado.

En particular, sobre las garantías de los trabajadores, se ha entendido que la remuneración salarial es un derecho fundamental. Sobre ello, ha expresado la Corte Constitucional:   

La cumplida cancelación del salario está íntimamente ligada a la protección de valores y principios básicos del ordenamiento jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, el ideal de un orden justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el cual puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el amparo de la familia como institución básica de la sociedad. No puede olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada con la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la subsistencia, reconocido por la Corte Constitucional como emanación de las garantías a la vida, a la salud, al trabajo, y a la seguridad social. Además, no puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el pago oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la satisfacción de las necesidades de mera subsistencia biológica del individuo, pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individuales y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.

En esas condiciones, encuentra la Sala en el caso a estudio, ante la no cancelación oportuna de los dineros adeudados por concepto del trabajo desempeñado, la flagrante vulneración de la preceptiva constitucional, máxime con la situación de desempleo que ahora presenta la actora, lo cual necesariamente le ha impedido a ella y a su entorno familiar acceder a los más elementales servicios de salud, vestuario, recreación y hasta educación (teniendo en cuenta los gastos que por tal concepto se generan al comienzo del año lectivo). 

En ese sentido, se comparte la forma como el juzgado del conocimiento, luego de la aplicación de las reglas existentes para esclarecer la  vulneración de la garantía al mínimo vital,  dio solución al caso planteado mediante la concesión del amparo invocado. 

En otro orden de ideas y frente a la entidad llamada a cumplir -otro de los reparos hechos por la impugnante-, encuentra esta corporación que la única que está legalmente precisada con el pago de los salarios es y será de manera exclusiva la Empresa Social de Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira, no sólo por sus características de autonomía administrativa y presupuestal, sino además por lo siguiente:

1.- La actora tenía un vínculo exclusivo con el referido organismo. En ningún momento lo tuvo con el Departamento de Risaralda ni con el Ministerio de Protección Social.

2.- Estas dos últimas entidades, si bien han suscrito convenios para ayudar a la ESE a superar su terrible crisis presupuestal, efectivamente han realizado los desembolsos por los altísimos valores acordados.

3.- La misma E. S. E. ha reconocido que el dinero de los salarios lo empleó en otras atenciones. Si esto es así, sería ilógico obligar al Departamento y al Ministerio a pagar nuevamente unos dineros que fueron oportunamente girados. 

4.- De ninguna manera la judicatura desconoce que la vida de los pacientes sea un factor trascendental, lo que ocurre es que la vida de los trabajadores y la de sus familiar también lo son; no es loable ni constitucionalmente aceptable sacrificar unas vidas por otras como lo ha pretendido el Hospital San Jorge. Por ello, es su responsabilidad exclusiva buscar alternativas legítimas para lograr el cumplimiento de sus compromisos, los que ya fueron debidamente incluidos en el presupuesto anual. 

El hecho de sobrevenir incumplimiento por parte de la Nación para el giro de los dineros destinados al sector salud, no puede convertirse en aval para hacer traslados presupuestales que de manera arbitraria ponen en serio riesgo la estabilidad familiar y vital de los trabajadores. 

Valga la pena mencionar que en reciente sentencia T-902 de 2004 donde figura como accionada la ESE Hospital de Caldas, la Corte desestimó las excusas vertidas para no pagar los salarios con los siguientes argumentos:  

De otra parte, cabe resaltar que en ningún caso son de recibo los argumentos relacionados con la situación de crisis económica, presupuestal o financiera a fin de justificar el incumplimiento en el pago de salarios, cuando sea clara la afectación al mínimo vital de los trabajadores.  En relación con este aspecto, la Corte mediante sentencia T-167 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, estableció:

“También se ha precisado que estos principios generales de protección a las necesidades básicas económicas de los trabajadores o pensionados, se aplican frente a todas las personas que tengan la obligación de responder por el salario o la pensión, es decir, que resulta indiferente si el responsable es un ente privado o público, tal como se analizó en la sentencia T-323 de 1996. Tampoco, resulta relevante si el responsable de los pagos se encuentra, como en este caso, en algún trámite concursal, concordato o acuerdo de recuperación de negocios, o en concurso liquidatorio, ni si el proceso correspondiente se adelanta ante una entidad administrativa, como la Superintendencia de Sociedades, o ante un juez de la República. La esencia del asunto está en que cuando una persona tiene reconocido su derecho al salario o a la mesada pensional, aspectos no sustanciales al propio reconocimiento, no pueden menoscabar el mínimo vital del interesado, pues, de ser ello así, se pone en situación de indefensión, o de subordinación, según el caso, y resulta procedente que el juez de tutela conceda el amparo buscado”.

De igual manera, en el fallo T-1049 de 2003 se dejó muy claro que corresponde a las Empresas Sociales de manera directa, la atención de todos sus compromisos.

En este orden de ideas, entendiendo que el juez en sede de tutela no puede dirigir u ordenar a las entidades públicas que aumenten los valores que están dispuestos a girar para alivianar la crisis del sector salud (pues ello hace parte de su autonomía, orientada por el principio constitucional de separación de poderes), es evidente que el Departamento de Risaralda y el Ministerio de Protección Social no pueden ser cobijados por las órdenes dictadas. En ese sentido, no es de recibo la solicitud de la impugnante para la vinculación de tales entes al cumplimiento del fallo.

5.- DECISIÓN FINAL 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por medio de la cual amparó el derecho al mínimo vital de la ciudadana SANDRA GUADALUPE SALAZAR CALVO.

SEGUNDO:  SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                             VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
�  Véase fallo de tutela de segunda Instancia del 28-02-2005 M. P. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-995 de 2000. M. P. Carlos Gaviria Díaz


� Esta posición fue reiterada en la sentencia T-580 de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, en la cual la Corte señaló: “Por lo tanto, la grave situación de déficit fiscal que atraviesa el sector salud, como se ha dicho en otras sentencias, en nada justifica la falta de pago a los trabajadores que actualmente sí cumplen con su parte de la relación laboral. En efecto, el anterior no ha sido argumento válidamente considerado por la Corte para justificar la ausencia de la disponibilidad presupuestal previa y suficiente para lograr atender las obligaciones laborales en tiempo. Como lo expuso recientemente la sentencia T-652 de 1999, de aceptarse la excusa propuesta por el ente accionado, ocurriría que el juez llamado a dar efectiva protección a los derechos fundamentales, paradójicamente prohijaría su desconocimiento al aceptar el incumplimiento de las obligaciones laborales que comprometen el derecho a la subsistencia en condiciones dignas y otros derechos fundamentales”.
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